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donde puedan ser debidamente controlados y vigilados, que 
establece el artículo 4.1.p) de la citada Ley 11/2003. 

El artículo 137.3 de la mencionada Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, dispone 
que los hechos constatados por funcionarios a los que se re-
conoce la condición de Autoridad, y que se formalicen en do-
cumento público observando los requisitos legales pertinentes, 
tendrán valor probatorio sin perjuicio de las pruebas que en 
defensa de sus respectivos derechos e intereses puedan seña-
lar o aportar los propios administrados, a quienes les corres-
ponde, por tanto, desvirtuar dicha presunción de veracidad. El 
referido artículo altera la carga de la prueba de tal manera que 
es al administrado, sujeto a expediente sancionador, a quien 
corresponde probar la falta de certeza de los hechos que el 
agente ha constatado en el acta y que han sido percibidos por 
él de forma directa. 

Es constante jurisprudencia del Tribunal Supremo la de 
atribuir a los informes policiales, en principio, veracidad y 
fuerza probatoria, al responder a una realidad de hecho apre-
ciada directamente por los agentes, todo ello salvo prueba en 
contrario, y en tal sentido la sentencia de la Sala III.ª de dicho 
Alto Tribunal de 30 de abril de 1998, al razonar la adopción de 
tal criterio, afirma que:

“(...) que cuando la denuncia sobre los hechos sanciona-
dos es formulada por un Agente de la Autoridad, encargado 
del servicio, la presunción de veracidad y legalidad que acom-
paña a todo obrar de los órganos administrativos, y de sus 
agentes, es un principio que debe acatarse y defenderse, ya 
que constituye esencial garantía de una acción administrativa 
eficaz, sin que ello quiera decir, en coordinación con el princi-
pio constitucional de presunción de inocencia, que los hechos 
denunciados por un Agente se consideran intangibles, ya que 
la realidad de los mismos puede quedar desvirtuada mediante 
la adecuada prueba en contrario o aun por la ausencia de toda 
otra prueba, según la naturaleza, circunstancias, y cualidad de 
los hechos denunciados.”

A este respecto, la jurisprudencia reconoce que la convic-
ción de la certeza y autenticidad de los hechos denunciados 
deriva de la valoración conjunta de la prueba. Así, la sentencia 
del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña de 24.10.1994, 
siguiendo las sentencias del Tribunal Supremo de 30.1.1987 
y 21.5.1990, estima que la presunción de inocencia queda 
destruida por el resultado fáctico que se contiene en la reso-
lución impugnada donde se detallan los hechos que motivan 
la sanción y se valoran adecuadamente todas las circuns-
tancias concurrentes. Se trata de valorar libremente por el 
órgano que debe resolver que puede apoyarse en ellas para 
formar su convicción de que procede sancionar, siempre que 
se haya ofrecido al interesado la posibilidad de contradecir su 
contenido, como ha ocurrido en el expediente administrativo. 
En este mismo sentido, la sentencia del Tribunal Supremo de 
22.9.1999. 

Por tanto, de lo actuado resulta suficientemente probada 
la posesión y, en virtud del articulo 39.t) de la mencionada Ley 
de Protección de Animales, que establece como falta grave la 
posesión de animales no registrados ni identificados, se consi-
dera que procede la imputación a dicha entidad. 

Quinto. Con relación a la cuantía de la sanción impuesta, 
por los cuatro perros –800 euros–, en el informe emitido por 
la citada Delegación sobre el recurso se estima que dado que 
con el recurso se acompaña la documentación de uno de los 
cuatro perros considerados carentes de identificación, debería 
tenerse en cuenta en la graduación de la sanción. 

Por tanto, debe reducirse la cuantía de la sanción a 600 
euros. Este importe, muy próximo a la cuantía mínima seña-
lada para las faltas graves por el artículo 41.1.b) (desde 501 

hasta 2.000 euros), en ningún caso puede ser considerado 
desproporcionado cuando se trata, no de un solo perro, sino 
tres los que carecen de la identificación legalmente exigida. 

Vistos los preceptos citados y demás disposiciones con-
cordantes y de general aplicación,

R E S U E L V O

Estimar parcialmente el recurso de alzada interpuesto por 
Hermanos Guerra García, Sociedad Civil, contra la resolución 
de la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía en 
Sevilla, de fecha 17 de julio de 2008, y, en consecuencia, se 
reduce la sanción impuesta a seiscientos euros (600 euros). 

Notifíquese al interesado con indicación de los recursos 
que procedan. La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel Li-
viano Peña.»

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 21 de mayo de 2009.- El Secretario General 
Técnico, Fernando E. Silva Huertas. 

 ANUNCIO de 22 de mayo de 2009, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada al recurso de alzada interpuesto contra otra 
dictada por el Delegado del Gobierno de Málaga, recaí-
da en el expediente que se cita.

Expediente: 29-000008-08-P.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de 

la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, e intentada sin efecto la notificación personal a 
don Cristóbal López Estrella, en nombre y representación de 
Pl.31, S.L., de la resolución adoptada por el Secretario General 
Técnico al recurso administrativo interpuesto contra la dictada 
por el Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Má-
laga, por la presente se procede a hacer pública la misma, al 
no haberse podido practicar en su domicilio, reproduciéndose 
a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 20 de abril de 2009.
Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base de 

los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El Delegado del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Málaga dictó la resolución de referencia, por la que 
se le impone una sanción de 1.500 €, tras la tramitación del 
correspondiente expediente, por obstrucción a la inspección e 
incumplimiento en la información en la venta de bienes.

En cuanto a los fundamentos de derecho, nos remitimos 
a la resolución impugnada en aras del principio de economía 
procesal.
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Segundo. Contra la anterior resolución, se interpuso re-
curso de alzada, en el que, en síntesis, se alegó:

- Ausencia de culpabilidad: No se contestó al requerimiento 
de la Administración por extravío del acta de inspección.

- Respecto al etiquetado: Que ellos adquieren los produc-
tos de los mayoristas con la etiqueta que se les da, con lo que 
no es responsable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30 
de junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso 
de alzada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común (en adelante, LRJAP-PAC), y 115 de la Ley 9/2007, de 
22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

Segundo. De conformidad con el artículo 89.5 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, la aceptación de informes 
o dictámenes servirá de motivación a la resolución cuando se 
incorporen al texto de la misma; en su virtud se incorpora el 
texto del informe al recurso de alzada emitido por la Delega-
ción del Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga de fecha 
25 de septiembre de 2008, en el que textualmente se mani-
fiesta que:

“(...). El recurrente reproduce como motivos de impugna-
ción las alegaciones vertidas a lo largo del procedimiento las 
cuales han sido debidamente rebatidas en los diferentes ac-
tos que lo conforman a los cuales nos remitimos. No obstante 
queremos insistir en que la Ley 13/2003, de 17 de diciem-
bre, de Defensa y Protección de los Consumidores y Usua-
rios de Andalucía, establece que los Órganos de defensa del 
consumidor velarán para hacer efectivos los derechos de los 
consumidores consagrados tanto en la propia Ley como en 
la legislación sectorial correspondiente, y para ello desarrolla-
rán las medidas de control e inspección necesarias (art. 40). 
Para la averiguación de los hechos lesivos de los derechos de 
los consumidores y sus responsables, los órganos de defensa 
del consumidor podrán requerir por escrito u oralmente la 
remisión a las oficinas administrativas de la documentación 
necesaria (art. 47.1.c). En correspondencia a esta facultad, las 
empresas, cuando son requeridas para ello, deberán suminis-
trar la información que les soliciten los Servicios de Inspección 
de Consumo, salvo cuando haya causa legal que lo impida, en 
cuyo caso deberán comunicar motivadamente la negativa a 
hacerlo (arts. 49.2 y 50). En este caso, con independencia de 
la causa que motivó el incumplimiento, lo cierto es que la em-
presa no remitió la documentación interesada por la inspec-
ción obstruyendo su labor, hechos que están tipificados como 
infracción administrativa y que son atribuibles a la conducta, 
al menos culposa, de la expedientada.

En lo que se refiere a la segunda de las infracciones impu-
tadas cabe decir que el artículo 7 del Real Decreto 1468/1988, 
de 2 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de 
Etiquetado, Presentación y Publicidad de los Productos Indus-
triales destinados a la venta directa a Consumidores y Usua-
rios, relaciona, entre otros datos mínimos exigibles que nece-
sariamente deberán figurar en el etiquetado de los productos 
industriales que lleguen al consumidor, a fin de asegurarle una 
información suficiente, la identificación de la Empresa, debién-
dose indicar el nombre o la razón social o la denominación del 
fabricante o del envasador o transformador o de un vendedor, 
establecidos en la Comunidad Económica Europea y, en todo 
caso, su domicilio. El recurrente se opone a la sanción argu-
mentando que a la vista de las facturas de compra de las lám-
paras que presentó queda acreditado que la interesada era 

mera intermediaria. Pues bien, ciertamente no se sanciona 
a Pl.31 por ser la importadora del producto sino en calidad 
de vendedora, responsabilidad administrativa que le es atri-
buible a título de simple inobservancia u omisión del deber 
de cuidado pues es a ella a quien corresponde precisamente 
velar para que los productos comercializados en sus estableci-
mientos estén correctamente etiquetados y en el caso que nos 
ocupa el de las lámparas alertadas carecía, entre otras, de las 
preceptivas indicaciones relativas al responsable del producto 
(fabricante o, en su caso, importador o vendedor). Además las 
facturas a las que se refiere fueron aportadas tras serle notifi-
cada la propuesta de resolución pese a que la inspección de 
consumo se las requirió con ocasión de la actuación inspec-
tora. (...).”

Vistos los preceptos citados y normas de general y espe-
cial aplicación, 

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Cris-
tóbal López Estrella, en representación de Pl.31, S.L., contra la 
resolución del Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía 
en Málaga, de fecha referenciada, en consecuencia mantener 
la misma en sus propios términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos 
que procedan. La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel Li-
viano Peña.»

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 22 de mayo de 2009.- El Secretario General 
Técnico, Fernando E. Silva Huertas. 

 ANUNCIO de 22 de mayo de 2009, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada al recurso de alzada interpuesto contra otra 
dictada por el Delegado del Gobierno de Jaén, recaída 
en el expediente que se cita.

Expediente: 23-000066-08-P.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 

Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, e intentada sin efecto la notificación personal a don 
Antonio Domínguez Morales, en nombre y representación de 
Alcalaina de Aparcamientos, S.L., de la resolución adoptada 
por el Secretario General Técnico al recurso administrativo in-
terpuesto contra la dictada por el Delegado del Gobierno de 
la Junta de Andalucía en Jaén, por la presente se procede a 
hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en su 
domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 20 de abril de 2009.
Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base de 

los siguientes 


